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Si se revisa el libelo presentado por los parlamentarios, se observa que éste se fundamenta exclusivamente en la crítica que se formula respecto de las resoluciones dictadas por la Sala Penal de la Corte Suprema en las que, revocando sentencias de la Corte de Apelaciones de Santiago, se otorga beneficios de libertad condicional a diversos recurrentes de amparo, cumpliendo la normativa legal interna y, supuestamente, dejando sin aplicación normas de carácter internacional (“control de convencionalidad”). A todas luces, tal como se analizará, se presenta como una crítica al razonamiento y a los fundamentos esgrimidos en la decisión judicial. 


Las sentencias judiciales aluden a: a) el cumplimiento de las exigencias legales
, no encontrándose en situaciones exceptuadas
; b) la no aplicación del artículo 110 del Estatuto de Roma, la que alude a normativa sobre reducción de la pena; c) la libertad de movimiento como garantía constitucional; d) Opinión del INDH; e) las convenciones internacionales no impiden aplicar el beneficio de la libertad condicional, invocándose una sentencia de Corte Interamericana; f) falta de motivación de la decisión de la Comisión administrativa; g) lo anterior no significa desconocer gravedad de delitos de lesa humanidad.

I

CARACTERÍSTICAS QUE PRESENTA 

LA ACUSACION CONSTITUCIONAL

En cuanto a sus características podrían señalarse las siguientes: 

1) Se suele hablar en doctrina más bien de “acusación constitucional”, dado el carácter de nuestro régimen presidencial, teniendo sí componentes jurídico-políticos.
 

2) El Senado al actuar como jurado 
se desempeña como un “órgano que ejerce jurisdicción”.
 Ello ha sido así expresamente reconocido por el Tribunal Constitucional.

3) En tanto ejercicio de la jurisdicción debe adecuarse a las exigencias de un justo y racional proceso, como lo exige el artículo 19 Nº3, inciso 6º, de la CPR.
 El Tribunal Constitucional ha sido amplio también en cuanto al alcance de esta garantía constitucional.
 La doctrina también ha resaltado esta exigencia.

4) Se trata más bien de un mecanismo de “responsabilidad constitucional”.

5) Al corresponder a sanciones y como emanación del ius puniendi estatal, corresponde a un mecanismo de “ultima ratio”.

6) Las causales se encuentran expresamente tasadas en la CPR, siendo la de los jueces de tribunales superiores la de “notable abandono de deberes”. Por lo mismo, en cuanto sanción su interpretación deberá ser siempre restrictiva y no aplicarse en términos extensivos. 

7) Entre los principios esenciales en materia sancionatoria se encuentra el de proporcionalidad
, lo que en este caso significa que sólo podrá sancionarse en caso que se encuentre debidamente justificada y acreditada la conducta grave y abusiva.
 

II.
¿QUÉ SIGNIFICA NOTABLE ABANDONO DE DEBERES?

1.
Evolución histórica

El artículo 52 Nº 2 de la Constitución Política de la República (CPR) faculta a la Cámara de Diputados para iniciar la tramitación de una acusación constitucional en contra de diversas autoridades fundada en razones de abuso de poder.


En el caso específico de los magistrados de los tribunales superiores de justicia, como es el caso de los Ministros de la Corte Suprema, la causal específica es la de “notable abandono de sus deberes” (artículo 52, Nº 2, letra c).


Se trata de una causal que se remonta a la Constitución de 1833
, texto que señalaba como atribución exclusiva de la Cámara de Diputados el “acusar ante el Senado, cuando hallare por conveniente hacer efectiva la responsabilidad” de “los magistrados de los tribunales superiores de justicia por notable abandono de sus deberes”
 Aunque no existen mayores antecedentes respecto de su sentido y alcance, sus antecedentes pueden encontrarse en el voto particular de Egaña.

La Constitución de 1925
 mantuvo similar disposición.
 La reforma de 1943 incorporó al Contralor General de la República para ser acusado por la misma causa.
 

2.
Doctrina

La doctrina ha ido configurando el alcance de esta causal:


Jorge Huneeus: no compete al Senado juzgar acerca de la verdadera y genuina aplicación de las leyes que hagan los tribunales, ello afectaría la independencia judicial.
 


Mario Bernaschina: el Senado no puede rever las sentencias, lo que supondría invadir la competencia exclusiva de los tribunales de justicia.


Alejandro Silva Bascuñán: circunstancias de suma gravedad que demuestran, por actos u omisiones, la torcida intención, el inexplicable descuido o la sorprendente ineptitud con que se abandonan, olvidando o infringiendo, los deberes inherentes a la función pública ejercida.


Fernando Alessandri Rodríguez: el notable abandono de deberes no se refiere a la forma que fallan, sino al conjunto de deberes, obligaciones y prohibiciones que la ley impone a los jueces.
 


Jaime Guzmán: el alcance dado por la jurisprudencia a la expresión notable abandono de deberes impediría invadir lo que es privativo de la función judicial, como también no habría factible entrar a pronunciarse sobre el acierto o desacierto de la forma de llevar a cabo las labores de las autoridades de que se trata.
  


Francisco Cumplido: grave infracción administrativa. Dejar en grado digno de atención o cuidado las obligaciones propias del cargo. No basta una simple infracción. Se encuentran excluidos los actos jurisdiccionales.


Renne Rivero: abuso de poder. Actos u omisiones de la facultad jurisdiccional –realizados- en forma impropia, indebida, injusta, excesiva o arbitraria, sin la debida racionalidad que debe imperar en todo acto.
 

3.
Discusión en la Comisión de Estudio
Durante la discusión de esta normativa constitucional puede destacarse las siguientes intervenciones:


Guzmán: supone ejercer una torcida administración de justicia que pudiese en un instante haber llegado a transformar a la Corte en un organismo corrompido.
 “el alcance dado por la jurisprudencia a la expresión “notable abandono de sus deberes” impediría invadir lo que es privativo de la función judicial, como también no haría factible entrar a pronunciarse sobre el acierto o desacierto de la forma de llevar a cabo las labores de las autoridades de que se trata.”


Diez: no puede interpretarse como notable abandono de deberes el tomar una resolución distinta de la que piensa el Ejecutivo, porque entonces se termina con todo el sistema.


Eyzaguirre: la acusación no procederá en caso alguno con respecto a los fundamentos y contenidos de sus resoluciones.
  

Ortuzar: sería “de gravedad extraordinaria que, por encima de la Corte Suprema, hubiere un organismo, todavía de carácter político, llamado a juzgar si los tribunales fallan bien o mal y capacitados para acusarlos constitucionalmente si dictan un fallo que no es de su agrado”. 
 De manera que “por ningún motivo, la acusación podría extenderse hacia la forma como dictan sus sentencias y establezcan sus jurisprudencias”.

Bertelsen: los fundamentos y contenidos de las resoluciones de los tribunales solo pueden ser revisados por éstos.


En el Informe del Anteproyecto se expresa:

“En el caso de los Magistrados y a fin de afianzar la independencia de los Tribunales de Justicia y de evitar interpretaciones absurdas que se pretendieron en el pasado, el anteproyecto dispone que la acusación no puede extenderse por ningún motivo a la forma como dictan sus sentencias y establecen su jurisprudencia”.

No hubo mayores discusiones en el texto analizado por el Consejo de Estado. 

4.
Revisión de su aplicación en los últimos 25 años
Después de 1990 han existido ocho acusaciones constitucionales contra Magistrados de los Tribunales Superiores de Justicia.

Resulta también relevante una revisión de algunas de las acusaciones en los últimos 25 años por parte del Congreso Nacional.


Caso Cereceda: no dictar sentencia dentro de plazo. Incumplimiento de deberes objetivos.


Caso Ortiz, Zurita, Navas y Álvarez: se declara improcedente. Los jueces son los únicos llamados a decidir, según su leal saber y entender, el genuino alcance de las disposiciones legales. Jurisdicción es exclusiva de los tribunales.


Caso Jordán: debe tratarse de deberes notables y no la infracción ante la inobservancia de cualquier obligación o deber que pesa sobre un magistrado del más alto tribunal. Gravedad de los hechos


Caso Kokisch, Ortiz y Rodríguez: el concepto se refiere a deberes adjetivos y deberes sustantivos y que ajustar el comportamiento a la normativa constitucional y legal vigente no constituye infracción a la causal. Sujeción a la normativa constitucional y legal 
 


Tal como lo ha señalado el propio Congreso Nacional
:

Algunas comisiones, conociendo de las acusaciones mencionadas, han hecho suyas y desarrollado un concepto de notable abandono de deberes. En otros casos, han recurrido a los argumentos de la defensa, o indirectamente a los de los acusadores, juzgando que ellos no fueron acreditados en la acusación, respectiva. 

Se constata que en la mayoría de las ocasiones se utiliza el concepto de notable abandono de deberes dado por Alejandro Silva Bascuñán, que indica que se está ante la causal “cuando se producen circunstancias de suma gravedad que demuestran, por actos u omisiones, la torcida intención, el inexplicable descuido o la sorprendente ineptitud con que se abandonan, olvidando o infringiendo, los deberes inherentes a la función pública ejercida”. A pesar de utilizar este concepto, las comisiones han aclarado que ni la doctrina jurídica ni la práctica constitucional están contestes con el mismo. 

Asimismo, se ha planteado que el notable abandono de deberes significa faltar en forma grave, reiterada y relevante a las obligaciones y deberes, adjetivos o formales, o sustantivos o de fondo, inherentes a las altas funciones públicas que la Constitución y las leyes han asignado a los magistrados de los Tribunales Superiores de Justicia. 

Dentro de los límites que las comisiones han reconocido se encuentra el que la Cámara de Diputados no puede arrogarse atribuciones para la revisión de fundamentos o contenidos de resoluciones judiciales, por cuanto ello es facultad exclusiva de los Tribunales de Justicia. 

Por último, se ha sostenido que se debe recurrir al análisis del caso, ponderándolo prudencialmente y con un alto nivel de convicción o convencimiento del mérito de la acusación. 
5.
Referencia general a aplicación durante la constitución de 1925
Durante la aplicación de la Carta de 1925 también se conocieron presentaciones contra Ministros de la Corte Suprema. Célebre es aquella presentada contra el Pleno en 1933 y que fuera desechada. En ella, el destacado jurista y diputado Carlos Estévez sostuvo:

“Si fuera permitido a otras autoridades que no fueren los Tribunales apreciar la forma como ellos han aplicado la ley, habríamos destruido por su base el primer fundamento que establece la Constitución como base de la organización del Poder Judicial: la independencia del mismo. Si el Congreso o el Presidente de la República, en cualquier momento, entrara a ejercer funciones judiciales, violaría abiertamente la Constitución, porque la Constitución se los prohíbe en la forma más terminante y más precisa, precisamente, con el objeto de asegurar la independencia de los magistrados judiciales en el desempeño de esta primera y más importante función de su cargo”.

En otra recordada acusación contra el Pleno de la Corte Suprema, en 1967, la Comisión informante expresó:

“El notable abandono de sus deberes tiene otro muy distinto significado. Ellos no tienen relación con la facultad de juzgar, que es función inherente a la judicatura, sino a situaciones de orden material, económico, disciplinario o moral. Don Antonio Varas, Ministro y amigo de don Manuel Montt, que era senador en aquel tiempo, expuso qué deberes eran actos propios de los jueces, que en atención a la naturaleza de ellos, no podían ser sometidos a juzgamiento, porque se guían por la razón individual o criterio. Don Eleodoro Yáñez sostuvo en la comisión redactora de la Constitución Política del año 1925, sobre este punto que procedía la acusación en caso de actuaciones que no constituyan  delito (…) como si se tratara de un juez que tenga pervertida su autoridad moral (deber) por causas independientes del ejercicio del cargo”.

III

OTORGAR BENEFICIOS CARCELARIOS A 

CONDENADOS POR DELITOS DE LESA HUMANIDAD 

NO ESTÁ PROHIBIDO POR EL DERECHO INTERNACIONAL
En razón de las fuentes jurídicas internacionales es necesario distinguir entre las convencionales y las consuetudinarias, y cuáles de ellas se aplican a los casos conocidos por la CS. Para finalmente evaluar su compatibilidad con el orden interno chileno.
1.
Costumbre internacional
La costumbre internacional no consagra la prohibición de entregar beneficios carcelarios a los delitos de lesa humanidad. 
Una norma semejante no ha sido aún siquiera cristalizada en una norma convencional. 
2.
Tratados internacionales
Las fuentes convencionales ratificadas por Chile y a considerar son: Estatuto de Roma, Convención Interamericana sobre desaparición forzada de personas, la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura y sus equivalentes de Naciones Unidas. 

a)
La Convención Interamericana para prevenir y sancionar la tortura no hace alusión a beneficios de carácter carcelario. Chile luego de su ratificación ha cumplido la norma, que en su artículo 6 dispone el establecimiento de sanciones severas para estos delitos.
 Las impuestas a los condenados beneficiados ciertamente lo son. 
b)
Parecida es la disposición del artículo 4 de la Convención contra la Tortura de Naciones Unidas, que dispone el establecimiento de penas adecuadas para los delitos, sin mencionar los beneficios carcelarios.
 
c)
La Convención Interamericana sobe Desaparición Forzada de Personas, en su artículo 1 y 3, establecen la obligación de sancionar, de acuerdo a los mecanismos constitucionales el delito en cuestión, además de permitir atenuantes en caso de que el victimario colabore con la justicia. 

No hace referencia alguna a la prohibición de beneficios carcelarios, señalando expresamente la posibilidad de atenuantes para determinar la pena. Si es posible esta última figura previa a la determinación de la pena, y los beneficios carcelarios, que son posteriores al establecimiento de esa sanción, no son mencionados, no hay razón para que, sin perjuicio del alto reproche moral y jurídico de estos delitos, no sea posible conceder beneficios establecidos en los órdenes nacionales una vez concluido el juicio y determinada la pena. De esta manera, es falaz que el ordenamiento jurídico internacional disponga que éstos delincuentes no sean objeto de derechos consagrados en el orden interno, los que deben ser armonizados, según el artículo 5° CPR, con esas normas internacionales. 
d)
El relación con el Estatuto de Roma, éste –en principio- no es aplicable al caso, debido a que sus disposiciones se refieren a la jurisdicción de la Corte y para hechos cometidos con posterioridad a la entrada en vigencia del tratado (artículo 24). 

Sin perjuicio de esto, es posible señalar que estos beneficios tampoco estarían excluidos si el Estatuto se aplicara a los procedimientos jurisdiccionales internos y el Estatuto fuese ratione tempore aplicable.  
Este tratado dispone (artículo 110) que sólo la Corte podrá reducir la condena, y establece ciertos requisitos, de los que expresamente debe cumplirse “al menos” uno una vez cumplida parte de la condena.
 
Por lo mismo, la sentencia expresa que “(a)un cuando el párrafo 3° del artículo 110 del Estatuto de Roma establece restricciones para la reducción de la pena a quienes hayan sido condenados, entre otros, por crímenes de lesa humanidad -como se califica el cometido por el amparado-, tales limitaciones rigen sólo para la rebaja de sanciones impuestas por la Corte Penal Internacional establecida por dicho Estatuto, lo que, huelga aclarar, no se ajusta al caso sub lite”.
 

No es cierto, por tanto, el argumento que deban darse copulativamente el arrepentimiento, la colaboración con la justicia, etc. 
3.
Otras fuentes
Por otro lado, pretender utilizar normas internacionales no aplicables al caso o elementos del llamado “soft law” es un error jurídico que atenta contra el consenso que los estados han plasmado tanto en los tratados señalados, como en la naturaleza de ese instrumento internacional, que no constituye derecho internacional y por tanto no es vinculante.
4.
Obligaciones asumidas por el Estado de Chile 

El Estado de Chile ha tipificado los delitos en cuestión, ha seguido procesos en contra de los victimarios, ha impuesto condenas y establecido un amplio programa de reparación, como lo exigen esos instrumentos. 
5.
Beneficios no considerados en tratados internacionales 

El beneficio carcelario es parte del orden interno chileno y no excluido del internacional. 
Una adecuada ponderación de estos derechos y deberes a la luz del artículo 5° de la CPR sólo pueden conducir razonablemente a que estos beneficios no son ni inconstitucionales ni contrarios al orden internacional.
La Corte Suprema ha logrado un adecuado equilibrio y armonía entre ambos órdenes, estudiando caso a caso si proceden o no los beneficios carcelarios. 
La impunidad es diferente al establecimiento de penas y cumplimiento parcial de condenas. 
6.
Presentación ante Comisión Interamericana
En todo caso, existe una presentación ante la Comisión Interamericana que podría exigir modificar y adecuar la legislación vetusta en esta materia.

7.
Facultad de colegisladores para dictar normas de orden interno
Finalmente, se trata de una materia que, además, está siendo objeto de estudio para reformar la normativa legal, lo que precisamente da cuenta que no puede haber notable abandono de deberes, respecto de una materia en que no existe obligación específica contenida en tratados internacionales.
 Incluso, se ha propuesto dictar una norma de carácter interpretativa.
 Resulta evidente, por lo mismo, la necesidad de actualizar y modernizar la normativa legal vigente.

En el derecho público, nacional o internacional, no pueden existir deberes implícitos u obligaciones tácitas, tal como parece entenderlo el libelo acusatorio. 

Por lo demás, el “control de convencionalidad”, en los términos amplios y genéricos que se invocan, hoy día está siendo superado y prefiere hablarse de “control de compatibilidad”.
   

IV
LIBERTAD CONDICIONAL NO IMPLICA

REDUCCION O DISMINUCION DE LA PENA

1. 
Concepto
La libertad condicional, que constituye un beneficio
, aunque existe debate acerca de su naturaleza
, no implica una reducción o disminución de la pena originalmente impuesta al condenado. 
Así lo declara expresamente el artículo 1º del D. Ley 321: "no extingue ni modifica la duración de la pena".

2.
Características
De acuerdo a la doctrina presenta las siguientes características
:

a) Se trata de un derecho subjetivo.


b) Se funda en un criterio preventivo especial.


c) Constituye un sistema de cumplimiento alternativo.


d) Es de naturaleza sui generis. 

3. 
La libertad condicional no extingue ni modifica duración de la pena
En este sentido, se ha recordado que la libertad condicional es una institución de derecho penitenciario que permite que determinados condenados, cumpliendo los demás requisitos legales, puedan cumplir la pena privativa de libertad a la que han sido sometidos fuera de la cárcel, cumpliendo con determinadas condiciones y con ciertas restricciones. 
Por lo mismo, la libertad condicional no extingue ni modifica la duración de la pena, sino que “solo da la posibilidad de cumplirla en libertad, libertad por cierto no absoluta, sino limitada a las obligaciones que establece la ley”. Así las cosas, “el Estado da su confianza a quien ya está a punto de terminar su condena y quiere volver a ser parte de la sociedad”.

4. 
Opinión de la doctrina
La doctrina se encuentra totalmente de acuerdo en cuanto a que este beneficio no importa en modo alguno la reducción o disminución de la pena:

Enrique Cury: "quien está en libertad condicional no ha cesado de cumplir su pena, solo significa que la cumple de una manera distinta". 

Eduardo Novoa Monreal: "jurídicamente, la libertad condicional no es una forma de reducir o acortar la condena o de remitir una parte de ella: la duración de ella se mantiene, pero en lugar de cumplirse recluido en el establecimiento penal, se entiende cumplida estando fuera de este en uso del beneficio".
 

En el mismo sentido, lo sostiene la unanimidad de la doctrina penal nacional.
 

Lo mismo se ha señalado en el derecho comparado:

Hans Heinrich Jescheck: "la libertad condicional no implica una modificación de la pena sino que es una medida penitenciaria"
 

5. 
Su aplicación no importa reducción de las penas
Tal como se ha expresado, lo único que el artículo 110 del Estatuto de Roma prohíbe es la “reducción de las condenas”, esto es, la disminución del tiempo de privación de libertad impuesto en la sentencia firme, sin que previamente se acrediten ciertos requisitos. 

Esta situación es totalmente ajena a la libertad condicional, como se ha señalado, puesto que dicho beneficio sólo faculta que determinados condenados, en la medida que cumplan los requisitos legales (en la especie, los señalados en el DL 321, de 1925 y su Reglamento), puedan cumplir la pena privativa de libertad a la que fueron condenados fuera de la cárcel, cumpliendo con ciertas y determinadas exigencias y restricciones.

V
CONCLUSIONES

1.
Si se revisa el libelo presentado por los parlamentarios, se observa que éste se fundamenta exclusivamente en la crítica que se formula respecto de siete resoluciones dictadas por la Sala Penal de la Corte Suprema en las que, revocando sentencias de la Corte de Apelaciones de Santiago, se otorga beneficios de libertad condicional a diversos recurrentes de amparo, cumpliendo la normativa legal interna y, supuestamente, dejando sin aplicación normas de carácter internacional. A todas luces se presenta como una crítica al razonamiento y a los fundamentos esgrimidos en la decisión judicial. 

2.
Como ya se ha señalado, la acusación constitucional corresponde a un mecanismo contemplado en la Carta Fundamental que -dado su carácter sancionatorio- debe ser ejercido como una medida excepcional de ultima ratio, en caso que se incurra y se acredite en una causal específica como es el de “notable abandono de deberes”. 
3.
En efecto, tal como lo ha reconocido la doctrina constitucional (Alejandro Silva Bascuñán), supone la concurrencia de “circunstancias de suma gravedad que demuestran, por actos u omisiones, la torcida intención, el inexplicable descuido o la sorprendente ineptitud con que se abandonan, olvidando o infringiendo, los deberes inherentes a la función pública ejercida”. 

4.
Del mismo modo, se puede caracterizar esta institución como una acusación que tiene su fundamento en la propia Constitución, en donde el Senado actúa como un órgano que ejerce jurisdicción, debiendo sancionarse previo debido proceso, teniendo presente diversos principios, entre otros, el de proporcionalidad.

5.
La doctrina de manera uniforme ha exigido que se trate de incumplimiento de deberes que no se vinculen con la facultad soberana de los tribunales de justicia de aplicar e interpretar la ley. Así también se dejó constancia en la historia fidedigna de la aprobación de la actual disposición constitucional.

6.
Por lo mismo, como también se ha expresado, ello exige especificar y acreditar el “deber incumplido” y, adicionalmente, debe haber convicción, demostrada por los antecedentes de la acusación, de que los acusados incurrieron en el abandono de deberes con torcida intención o descuido manifiesto. En otras palabras, faltar en forma grave, reiterada y relevante a las obligaciones y deberes inherentes a las altas funciones públicas que la Constitución Política y las leyes han asignado a los magistrados de los Tribunales Superiores de Justicia. Incluso, el único caso acogido a partir del retorno a la democracia en relación a un juez de la Corte Suprema (1993) la causal aceptada fue el haber dictado sentencia fuera de plazo.
7.
La jurisdicción es el poder-deber que se radica exclusivamente en los tribunales de justicia para conocer y resolver, por medio del proceso y con efecto de cosa juzgada, los conflictos de intereses de relevancia jurídica que se promueven en el orden temporal dentro del territorio de la República y en cuya solución les corresponde intervenir. En concordancia con lo anterior, el artículo 76 de la Constitución Política de la República, asegurando el principio de independencia judicial, establece que “ni el Presidente de la República ni el Congreso pueden, en caso alguno, ejercer funciones judiciales, avocarse causas pendientes, revisar los fundamentos o contenido de sus resoluciones o hacer revivir procesos fenecidos”. 

8.
Como consecuencia de lo anterior, dentro de los límites que las propias comisiones formadas por las Cámaras de Diputados han reconocido a dicha facultad se encuentra el que dicho órgano no puede arrogarse atribuciones para la revisión de fundamentos o contenidos de resoluciones judiciales, como lamentablemente ocurre en este caso, por cuanto ello es facultad exclusiva de los Tribunales de Justicia. Así se ha sostenido por nuestros autores, desde Jorge Huneeus en el siglo XIX. Como lo ha recordado la Asociación de Magistrados, ello cercena la independencia judicial. 

9.
Así las cosas, si a los jueces se les acusa por haber interpretado de una cierta forma la ley, nacional o internacional, como ocurre en este caso, la acusación supone el ejercicio abusivo de una prerrogativa constitucional, lo que ciertamente afecta severamente el regular funcionamiento de nuestro Estado de Derecho y la debida separación de los poderes, puesto que es a los jueces a quienes les corresponde interpretar el Derecho y al Congreso Nacional le está vedado el revisar los fundamentos de las sentencias judiciales. En el debate de aprobación de esta norma constitucional precisamente se dejó constancia que sería: “de gravedad extraordinaria que, por encima de la Corte Suprema, hubiere un organismo, todavía de carácter político, llamado a juzgar si los tribunales fallan bien o mal y capacitados para acusarlos constitucionalmente si dictan un fallo que no es de su agrado”. 

10.
Tan grave resulta lo anterior que la propia Carta Fundamental establece como causal de cesación de los diputados, la circunstancia que se propicie el cambio del orden jurídico institucional por medios distintos de los que establece la Constitución Política de la República, materia que debe ser declarada por el Tribunal Constitucional a requerimiento del Presidente de la República o de a los menos diez parlamentarios. 
11.
Pero además, como ha quedado demostrado, no existe tratado alguno que prohíba el otorgamiento de la libertad condicional. Y, por lo mismo, no puede haber incumplimiento de una obligación específica en el ámbito internacional. No pueden suponerse conductas implícitas en el ámbito del derecho público.  
12.
Además, en el ámbito interno, el juez está obligado a aplicar la normativa (DL 321, de 1925) que tampoco importa un mecanismo de “reducción de la pena”. El juez de la instancia sólo puede no considerar la disposición en la medida que ejerza una acción de inaplicabilidad ante el Tribunal Constitucional (art. 93 Nº 6 CPR). 
13.
En síntesis, en el caso concreto, no puede existir “notable abandono de deberes”, desde que no se ha infringido norma constitucional, legal ni internacional alguna. Tan evidente es lo anterior que existen proyectos de ley para mejorar la redacción de la normativa legal interna e incluso para interpretarla.
14.
Finalmente, dado que se juzga la conducta de ciertos y determinados jueces, es del caso resaltar que los Ministros de la Corte Suprema acusados han demostrado además una notable defensa de los derechos fundamentales en sus sentencias pronunciadas en la Sala Penal del máximo tribunal de la República, con ocasión de condenas por diversos delitos de lesa humanidad, aplicando precisamente estándares propios del derecho internacional de los derechos humanos.
� 	Art. 2.o DL 321:


Todo individuo condenado a una pena privativa de libertad de más de un año de duración, tiene derecho a que se le conceda su libertad condicional, siempre que cumpla con los siguientes requisitos:


1.o Haber cumplido la mitad de la condena que se le impuso por sentencia definitiva. Si hubiere obtenido, por gracia, alguna rebaja o se le hubiere fijado otra pena, se considerará ésta como condena definitiva;


2.o Haber observado conducta intachable en el establecimiento penal en que cumple su condena, según el Libro de Vida que se le llevará a cada uno;


3.o Haber aprendido bien un oficio, si hay talleres donde cumple su condena; y


4.o Haber asistido con regularidad y provecho a la escuela del establecimiento y a las conferencias educativas que se dicten, entendiéndose que no reúne este requisito el que no sepa leer y escribir.


� 	El artículo 3 del mismo DL contiene normas especiales sobre cierto tipo de delitos graves. 


� 	BRONFMAN, ALAN, El tipo de responsabilidad perseguida en el juicio político, en: Revista de Derecho, Pontificia Universidad Católica de Valparaíso (vol. XXVI), 2005; pp. 89-117. Más recientemente, BRONFMAN, ALAN; CORDERO, EDUARDO y ALDUNATE, EDUARDO, Derecho parlamentario chileno: Funciones y atribuciones del Congreso Nacional, Santiago, 2013, LegalPublishing)


� 	Dicha disposición se incorpora en la reforma constitucional de 1874. Se ha expresado que “la reforma constitucional de 1874 modificó el instituto de la acusación (excepto respecto del Presidente de la república), inspirándose en la Carta Liberal de 1828, adscribiendo al modelo de acusación (impeachment) norteamericano, que es reiterado por las Constituciones Políticas de 1925 y 1980”. (ZÚÑIGA URBINA, FRANCISCO: Acusación en Juicio Político: Notas sobre la Justicia Política, Revista Chilena de Derecho, Volumen 20 N° 2 y 3, Tomo II, Mayo-Diciembre 1993, XXIV Jornadas de Derecho Público. Pág. 714).


� 	COLOMBO, JUAN, La Jurisdicción en el Derecho chileno, Ed. Jurídica de Chile, 1991. Específicamente respecto del Senado en p. 41, calificando las facultades del Senado como “evidentemente jurisdiccionales”. Vid. Del mismo autor, La Competencia, Ed. Jurídica de Chile, 2004, p. 295


� 	Se ha señalado que “el Congreso Nacional -órgano colegislador- ejerce funciones jurisdiccionales al conocer de la acusación constitucional, especialmente el Senado de la República, quien debe resolver como jurado, en los términos que establece el artículo 51 Nº 1 de la Constitución Política de la República” (TC, Rol 616/2006, c. 25) 


� 	JUAN COLOMBO C, El Debido Proceso Constitucional, Cuaderno del TC 32, 2006 


� 	Así: “se estimó conveniente otorgar un mandato al legislador para establecer siempre las garantías de un proceso racional y justo, en lugar de señalar con precisión en el propio texto constitucional cuáles serían los presupuestos mínimos del debido proceso, sin perjuicio de dejar constancia que algunos de dichos elementos decían relación con el oportuno conocimiento de la acción y debido emplazamiento, bilateralidad de la audiencia, aportación de pruebas pertinentes y derecho a impugnar lo resuelto por un tribunal, imparcial e idóneo y establecido con anterioridad por el legislador” (Rol Nº 481 de 4 de julio de 2006. En el mismo sentido, Roles N°s 478 de 8 de agosto de 2006; 576 de 24 de abril de 2006 y, 616 de 6 de septiembre de 2007, entre otros. También Rol N° 1518). Vid. ENRIQUE NAVARRO B., El debido proceso y la jurisprudencia del TC, en obra colectiva Litigación Pública, 2011 


� 	RODRIGO DIAZ DE VALDES B. Acusación constitucional y debido proceso, en Libro homenaje al Profesor Alejandro silva Bascuñán, Ed. Jurídica de Chile, 2013; p. 99 y ss. 


� 	ALAN BRONFMAN VARGAS, El tipo de responsabilidad perseguida en el juicio político, Revista de Derecho de la UCV XXVI, Valparaíso, Chile 2005, Semestre II; pp. 89 – 117. Vid. MARCELLO SASSO FUENTES, La acusación constitucional: su naturaleza jurídica y los derechos fundamentales en Chile, Tesis de Doctorado, U. de Chile, 2014. Más recientemente, LUIS A. SILVA I., Acusación constitucional y garantía política de la supremacía constitucional, Ius et Praxis 23 Nº 2, 2017. En relación a los jueces vid. CAPPELLETTI, MAURO, La responsabilidad de los jueces, La Plata, JUS Fundación para la Investigación de las Ciencias Jurídicas, 1988


� 	ENRIQUE NAVARRO B., Principios en materia de derecho administrativo sancionador, reconocidos por la jurisprudencia constitucional. Ed. AbeledoPerrot, 2013 


� 	ENRIQUE NAVARRO B, Principios que rigen en materia de derecho administrativo sancionador reconocidos por la jurisprudencia constitucional chilena. En Libro Homenaje a grandes penalistas chilenos. Ed. Universidad Finis Terra (2010), p. 241-265  


� 	ENRIQUE NAVARRO B, El principio de proporcionalidad en la jurisprudencia constitucional. Libro de sentencias destacadas de L&D, 2017; p. 73-90


� 	El TC ha señalado que “la Constitución no recoge explícitamente el principio de proporcionalidad, pero los intérpretes constitucionales no pueden sino reconocer manifestaciones puntuales de este principio que devienen en una consagración general dentro del ordenamiento jurídico. La doctrina ha considerado que este principio se encuentra claramente integrado dentro de los principios inherentes del Estado de Derecho, está en la base de los artículos 6° y 7° de la Constitución que lo consagran, en la prohibición de conductas arbitrarias (artículo 19, numeral 2°) y en la garantía normativa del contenido esencial de los derechos (artículo 19, numeral 26°). Asimismo en el debido proceso y en el reconocimiento de la igual repartición de tributos”. (T.C., Rol 2365/2012).


� 	Una visión general e histórica en ULLOA A., JORGE, Acusación constitucional y juicio político, Santiago, 2009. Vid. También: LOVEMAN, BRIAN y LIRA, ELIZABETH, Las acusaciones constitucionales en Chile. Una perspectiva histórica, 2000, Santiago, LOM Ediciones. Más recientemente, MARTÍNEZ, GUTENBERG y RIVERO, RENÉE, Acusaciones Constitucionales. Análisis de un caso. Una visión parlamentaria, Santiago, 2004, Editorial Jurídica de Chile. Una obra clásica nacional: SCHWEITZER, DANIEL, Acusación constitucional, Santiago, 1972, Editorial Andrés Bello.


� 	Sobre la Constitución de 1833 CARRASCO A., MANUEL, Comentarios sobre la Constitución de 1833, Santiago, 1958; HUNEEUS Z. JORGE, La Constitución ante el Congreso, 2 vols., 1879; LASTARRIA JOSE V., La Constitución Comentada, 1856; y al final del período ROLDAN ALCIBÍADES, Elementos de Derecho Constitucional, 1924 


� 	Artículo 38 Nº 2 de la Constitución de 1833


� 	Se ha indicado que “es evidente una autoría intelectual de don Mariano Egaña respecto de los puntos que se mantiene hasta el día de hoy en el orden constitucional chileno: La incorporación de la expresión “Magistrados de los Tribunales de Justicia” para referirse a los miembros del Poder Judicial sujetos a Juicio Político (la Constitución de 1828 se refería a los “... miembros... de la Corte Suprema de Justicia...” en su artículo 47), el establecimiento de la expresión “notable abandono de los deberes” como causal de acusación constitucional de dichos funcionarios”. Erlin Abad Palacios Moreno, La acusación constitucional de los magistrados de la Corte Suprema, Memoria para optar al grado de Licenciado en Ciencias Jurídicas y Sociales, 2004; p. 37


� 	Por su parte, respecto de la Constitución de 1925 vid. GUERRA V. JOSE G., La Constitución de 1925, 1929; BERNASCHINA G. MARIO, Manual de Derecho Constitucional, 1951; y SILVA B. ALEJANDRO, Tratado de Derecho Constitucional, 3 vols., 1963


� 	El artículo 39 Nº 1 de la CPR le otorgaba a la Cámara de Diputados el declarar si han o no lugar las acusaciones que diez, a lo menos, de sus miembros formularen en contra de “los magistrados de los tribunales superiores de justicia, por notable abandono de deberes”.  


� 	Tal como se dice en el Informe de la Comisión de Constitución de la Cámara de Diputados se “aceptó la idea de que el Contralor pueda ser acusado por la Cámara en caso de notable abandono de sus deberes, igualando su responsabilidad con la de los funcionarios aludidos en el artículo 39 de la Constitución Política del Estado”. (Sesiones Ordinarias de la Cámara de Diputados 1943, Tomo II, 36ª Sesión Ordinaria del 21 de Julio de 1943, pág. 1.396). Durante la primera acusación, en 1945, se sostuvo por los acusadores que “nunca puede haber notable abandono de sus deberes, por lo que haga un juez al fallar. No puede haberlo cuando interpreta la ley, buena y honradamente, eligiendo una de dos interpretaciones posibles”  (Diario de Sesiones de la Cámara de Diputados, 11ª. sesión extraordinaria, 22 de noviembre de 1945, pag. 679). De la misma manera, el Senador Allende “de la misma manera se podría acusar el día de mañana a las Cortes de Apelaciones o a la Excma. Corte Suprema, porque han fallado tales o cuales juicios en este o en el otro sentido; y esto sería invadir las atribuciones exclusivas que tiene el Poder Judicial para dirimir las contiendas que se sometan a su conocimiento”  (Diario de Sesiones del Senado, 23ª. sesión extraordinaria, 19 de diciembre de 1945, pp. 753-755), cit. en MARCELLO SASSO F., Las acusaciones constitucionales: su naturaleza jurídica y los derechos fundamentales en Chile, Memoria para obtener Doctorado, 2014; p. 151 y 153


� 	HUNEEUS Z. JORGE, La Constitución ante el Congreso, 1879, Tomo I, p. 262 y ss. 


� 	BERNASCHINA G. MARIO, Manual de Derecho Constitucional, 1958; p. 289


� 	SILVA B. ALEJANDRO, Tratado de Derecho Constitucional, 2 vol., 1963; p. 107


� 	FERNANDO ALESSANDRI RODRIGUEZ, “Código Orgánico de Tribunales” , Apuntes, 1961; p. 131


� 	Sesión 417 CENC, 


� 	FRANCISCO CUMPLIDO C., Minuta sobre acusación constitucional por notable abandono de deberes, 1992 


� 	MARTÍNEZ, GUTENBERG y RIVERO, RENÉE, Acusaciones Constitucionales. Análisis de un caso. Una visión parlamentaria, Santiago, 2004; p. 145


� 	CENC, sesión 331


� 	CENC, sesión 417


� 	CENC, sesión 403


� 	CENC, sesión 417


� 	CENC, sesión 409


� 	CENC, sesión 346


� 	Ibid.


� 	Anteproyecto Constitucional y sus Fundamentos (elaborado por la Comisión de Estudio de la Nueva Constitución Política de la República), pág. 205.


� 	Actas del Consejo de Estado en Chile (1976-1990)


� 	1992. Se invocaron infracciones al Derecho Internacional en la Cámara de Diputados, pero la decisión del Senado se fundamentó en la dictación de sentencia fuera de plazo: haber dictado sentencia más allá de 5 meses, existiendo reo preso. Vid. JUAN I: ALARCON S., Fundamentos de Derecho Internacional invocados en las acusaciones contra Ministros de la Corte Suprema, Memoria para optar al grado de licenciado en ciencias jurídicas y sociales, 2004. Como se ha expresado en relación a esta acusación: “por medio de ella, quedó claramente consignada la importancia de los derechos fundamentales, particularmente aquellos reconocidos conforme al Derecho Internacional de los Derechos Humanos en Tratados y Convenciones ratificadas por Chile, conforme al artículo 5°, inciso 2°, de la Constitución916, en la justificación de una acusación constitucional, aunque en definitiva, ello no fuera la causal por la que finalmente sería aprobada por el Senado respecto del acusado Cereceda.” MARCELLO SASSO FUENTES, La acusación constitucional: su naturaleza jurídica y los derechos fundamentales en Chile, Tesis de Doctorado, U. de Chile, 2014; p. 256. En este caso, se presentó un recurso de protección, que fue desechado (Corte de Apelaciones de Valparaíso, de fecha 25 de marzo de 1993, en: Roles 45-93 y 48-93, en: RDJ, Tomo XC, Vol. 2, 1993, segunda parte, sección 5ª, pp. 67-91).


� 	1996. Aquí también se invocaba una infracción a lo dispuesto en el artículo 5 de la CPR en relación al cumplimiento de los tratados internacionales.


� 	1997


� 	2005


� 	INFORME DE LA BIBLIOTECA DEL CONGRESO NACIONAL: Concepto de notable abandono de deberes de los Magistrados de los Tribunales Superiores de Justicia, 2015


� 	Diario de Sesiones de la Cámara de Diputados, sesión de 28 de julio de 1933, pág. 999. Citado en MARCELLO SASSO F., Las acusaciones constitucionales: su naturaleza jurídica y los derechos fundamentales en Chile, Memoria para obtener Doctorado, 2014; p. 137


� 	Diario de Sesiones de la Cámara de Diputados, sesión de fecha 14 de noviembre de 1967, pág. 1.452 Citado en MARCELLO SASSO F., Las acusaciones constitucionales: su naturaleza jurídica y los derechos fundamentales en Chile, Memoria para obtener Doctorado, 2014; p. 183


� 	Artículo 6


De conformidad con lo dispuesto en el artículo 1, los Estados partes tomarán medidas efectivas para prevenir y sancionar la tortura en el ámbito de su jurisdicción.


Los Estados partes se asegurarán de que todos los actos de tortura y los intentos de cometer tales actos constituyan delitos conforme a su derecho penal, estableciendo para castigarlos sanciones severas que tengan en cuenta su gravedad.


Igualmente, los Estados partes tomarán medidas efectivas para prevenir y sancionar, además, otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes en el ámbito de su jurisdicción.


� 	Artículo 4


1. Todo Estado Parte velará por que todos los actos de tortura constituyan delitos conforme a su legislación penal. Lo mismo se aplicará a toda tentativa de cometer tortura y a todo acto de cualquier persona que constituya complicidad o participación en la tortura.


2. Todo Estado Parte castigará esos delitos con penas adecuadas en las que se tenga en cuenta su gravedad


� 	ARTICULO I


Los Estados Partes en esta Convención se comprometen a:


a) No practicar, no permitir, ni tolerar la desaparición forzada de personas, ni aun en estado de emergencia, excepción o suspensión de garantías individuales;


b) Sancionar en el ámbito de su jurisdicción a los autores, cómplices y encubridores del delito de desaparición forzada de personas, así como la tentativa de comisión del mismo;


c) Cooperar entre sí para contribuir a prevenir, sancionar y erradicar la desaparición forzada de personas; y


d) Tomar las medidas de carácter legislativo, administrativo, judicial o de cualquier otra índole necesarias para cumplir con los compromisos asumidos en la presente Convención.


ARTICULO III


Los Estados Partes se comprometen a adoptar, con arreglo a sus procedimientos constitucionales, las medidas legislativas que fueren necesarias para tipificar como delito la desaparición forzada de personas, y a imponerle una pena apropiada que tenga en cuenta su extrema gravedad. Dicho delito será considerado como continuado o permanente mientras no se establezca el destino o paradero de la víctima.


Los Estados Partes podrán establecer circunstancias atenuantes para los que hubieren participado en actos que constituyan una desaparición forzada cuando contribuyan a la aparición con vida de la víctima o suministren informaciones que permitan esclarecer la desaparición forzada de una persona.


� 	Artículo 24 


Irretroactividad ratione personae 


1. Nadie será penalmente responsable de conformidad con el presente Estatuto por una conducta anterior a su entrada en vigor. 


2. De modificarse el derecho aplicable a una causa antes de que se dicte la sentencia definitiva, se aplicarán las disposiciones más favorables a la persona objeto de la investigación, el enjuiciamiento o la condena.


� 	Artículo 110 


Examen de una reducción de la pena 


1. El Estado de ejecución no pondrá en libertad al recluso antes de que haya cumplido la pena impuesta por la Corte. 


2. Sólo la Corte podrá decidir la reducción de la pena y se pronunciará al respecto después de escuchar al recluso. 


3. Cuando el recluso haya cumplido las dos terceras partes de la pena o 25 años de prisión en caso de cadena perpetua, la Corte examinará la pena para determinar si ésta puede reducirse. El examen no se llevará a cabo antes de cumplidos esos plazos. 60 


4. Al proceder al examen con arreglo al párrafo 3, la Corte podrá reducir la pena si considera que concurren uno o más de los siguientes factores: 


a) Si el recluso ha manifestado desde el principio y de manera continua su voluntad de cooperar con la Corte en sus investigaciones y enjuiciamientos; 


b) Si el recluso ha facilitado de manera espontánea la ejecución de las decisiones y órdenes de la Corte en otros casos, en particular ayudando a ésta en la localización de los bienes sobre los que recaigan las multas, las órdenes de decomiso o de reparación que puedan usarse en beneficio de las víctimas; o 


c) Otros factores indicados en las Reglas de Procedimiento y Prueba que permitan determinar un cambio en las circunstancias suficientemente claro e importante como para justificar la reducción de la pena. 


5. La Corte, si en su examen inicial con arreglo al párrafo 3, determina que no procede reducir la pena, volverá a examinar la cuestión con la periodicidad y con arreglo a los criterios indicados en las Reglas de Procedimiento y Prueba.


� 	Sentencias recaídas en la apelación en recursos de amparo, causas Rol N°16.817-2018; 16.819-2018; 16.820-2018; 16.821-2018; 16.958-2018; 16.961-2018, todas de la Corte Suprema.





� 	Comunicación ante la Comisión Interamericana de Derechos Humanos por la concesión de libertades condicionales e indulto a condenados por graves violaciones a los derechos humanos, 9 de agosto de 2018


� 	Existen diversos proyectos en actual tramitación: 


a) Proyecto de ley que sustituye el Decreto Ley N° 321, de 1925, que establece la libertad condicional para los penado (Boletín N°10.696-07); y 


b) Proyecto de ley que modifica el DL N° 321 de 1925 que establece la libertad condicional para los penados, estableciendo mayores exigencias para acceder al respectivo beneficio (Boletín N°10.681-25).


� 	Determina el sentido y alcance del decreto ley N° 321, de 1925, que Establece la libertad condicional para los penados, respecto de los condenados por los delitos previstos en la ley N° 20.357 (Boletín N°12010-07).


	Artículo único: 


Fíjese el verdadero sentido y alcance del Decreto Ley N° 321 de 1925, que establece la libertad condicional para los penados, en relación a las personas condenadas por los delitos previstos por la Ley N° 20.357, que tipifica los crímenes de lesa humanidad y genocidio y los delitos de guerra, como asimismo las personas condenadas por los hechos de que trata la referida Ley N° 20.357 cometidos con anterioridad a su promulgación entre el 11 de septiembre de 1973 y el 10 de marzo de 1990 que, en conformidad al Derecho Internacional, no resultan aplicables los criterios asociados a crímenes y simples delitos comunes, debiendo cumplirse, además, con las exigencias y factores referidos a la reducción de la pena establecidos en el Artículo 110 del Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional, aprobado en la ciudad de Roma el 17 de julio de 1998, por la Conferencia Diplomática de Plenipotenciarios de las Naciones Unidas sobre el establecimiento de dicha Corte, ratificado por Chile el año 2009, y a los factores establecidos en la Regla 223 de las Reglas de Procedimiento y Prueba de la referida Corte Penal Internacional.


� 	Por lo mismo se ha expresado que “es necesaria la reforma completa al sistema de libertad condicional consagrado en Chile, cuya regulación si bien ha sufrido varias modificaciones, viene desde el año 1925 con la misma lógica. Así, es necesaria una modernización del sistema que funcione bajo la lógica de ayudar realmente a la reinserción del condenado al medio libre, bajo un real acompañamiento y programas de apoyo, y con requisitos claros y objetivos, evitándose cualquier posibilidad de arbitrariedad, como ocurre actualmente”. (Samuel E. Jofré Figueroa, Libertad condicional en Chile: cumple con las exigencias de  un debido proceso?, Memoria para optar al grado de Licenciado en Ciencias Jurídicas,  2018; p. 50).


� 	La doctrina más moderna, teniendo presente la experiencia comparada especialmente la europea, expresa que “dadas las normas existentes en el DIP general, vale decir artículos 26 y 27 de la Convención de Viena, así como la específica del artículo 2 de la Convención Interamericana y las correspondientes a las funciones de la Corte, consideramos que una solución acorde con esos elementos y el recto objetivo de velar por el mayor grado de protección de los DDHH al interior de los Estados parte, viene dada por un control de compatibilidad interpretativa entre normas internas y externas. Los conceptos de “texturas abiertas”59 deben ser interpretados desde el objetivo interpretativo: buscar el sentido en la norma. Sabemos que el proceso interpretativo se lleva adelante por sujetos, y éstos cargan con sus concepciones sociales, culturales, etc. Pero aquellas que deben plasmar en el ejercicio de sus funciones, es la que refleja el ethos cultural de la sociedad en la que se insertan”. (ANGELICA BENAVIDES C., El control de compatibilidad y el control de convencionalidad, Estudios Constitucionales 15 N° 2017, p. 383).


� 	En los decretos reglamentarios en donde se regula se habla de “medio de prueba” (D.L. Nº 321. D.O. 10.03.1925, Artículo 1); ”recompensa,” (D.S. Nº 2.442. D.O. 30.10.1926, Artículo 2º). o “beneficio” (artículo 15). 


� 	Así, para algunos es un derecho (F. GARRICOITS, V. MANZINI o J. MONTES); mientras que para otros es una gracia o beneficio (L. JIMENEZ DE ASUA, R. GARRAUD, o Franz VON LISZT); y, por último otros creen que es una medida penitenciaria de excepción (E. CUELLO CALON). Para Urbano Marín, “es un instrumento de que puede disponer la autoridad encargada de su concesión, cuando los antecedentes del condenado hagan suponer su enmienda” (MARIN, Urbano, La Libertad Condicional en Chile, Imprenta Universitaria, Cochabamba, Bolivia, 1941, p. 43).


� 	Artículo 1.o 


Se establece la libertad condicional, como un medio de prueba de que el delincuente condenado a una pena privativa de libertad y a quien se le concede, se encuentra corregido y rehabilitado para la vida social.


 La libertad condicional, salvo lo que dispone el artículo 3.o del presente decreto-ley, no extingue ni modifica la duración de la pena, sino que es un modo particular de hacerla cumplir en libertad por el condenado y según las disposiciones que se dicten en este decreto-ley y en el reglamento respectivo. 


� 	FRANCISCA MUÑOZ SAN MARTIN y FERNANDO ANDRES RODRIGUEZ CORRALES,  Fines de la pena y libertad condicional. Memoria para optar al grado de Licenciado de Derecho, U. de Chile, 2009; p. 133 y 134


� 	Ibid., p. 126


� 	ENRIQUE CURY, Derecho Penal, Parte General, 7ª edición, 2005, pág. 725. Para este autor, la libertad condicionales un derecho del condenado, haciendo primar el tenor literal del artículo 2º del DL por sobre cualquier ambigüedad que surja de otros preceptos tanto del Decreto como del Reglamento; de modo que “mientras la norma del art. 2° permanece intacta y posee un evidente carácter fundamentado del concepto, prevalece contra cualquier interpretación antojadiza del contexto que pudiera intentarse”


� 	EDUARDO NOVOA MONREAL, Curso de Derecho Penal Chileno, Parte General, T.II, 2005, pág. 314). Para este autor, la libertad condicional persigue como objetivos: 1º ser un incentivo para la regeneración y buena conducta de los penados; 2º servir de medio de prueba de que el penado se encuentra corregido y rehabilitado para la vida en sociedad; 3º constituiría una etapa de transición entre la privación de libertad y la libertad plena, facilitando el normal ajuste entre ambas y una readaptación más sencilla, y; 4º compeler al liberto a mantener una conducta compatible con la convivencia social, bajo amenaza de volver al recinto penitenciario por el resto de su condena.


� 	Entre otros, se puede citar las obras clásicas de G. Labatut (Derecho Penal, Tomo I, 1976) y A. Etcheberry (Derecho Penal, Tomo I, 3ª ed., 1998). Politoff, Matus y Ramírez, consideran que se trataría de una decisión discrecional del órgano conforme a lo establecido por el Reglamento en su artículo 25 (Lecciones de Derecho Penal Chileno, parte general. 2ª ed. Santiago. Editorial Jurídica de Chile. 2003; p. 556  


� 	HANS HEINRICH JESCHECK, Tratado de Derecho Penal, Parte General", traducción de Miguel Olmedo Cardenete, 5ª edición, pág. 915 (cit. en C. KUNSEMULLER, carta publicada en El Mercurio, 15 de agosto de 2018).
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